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miento deportivo, un Estado elija un emblema sobre el
que tiene derecho de propiedad intelectual de conformi-
dad con una convención internacional, y que otro Estado
subsiguientemente use ese mismo emblema y que surja un
litigio en un tercer Estado.
35. No parece posible afirmar, como lo ha hecho el Sr.
Ushakov, que los derechos a que se refiere el artículo 16
sean derechos establecidos por convenciones y que toda
cuestión de interpretación de esas convenciones corres-
ponda al derecho internacional público y no sea de la com-
petencia de los tribunales nacionales. Ajuicio del Sr. Reu-
ter, las convenciones relativas a los derechos de autor se
interpretan primero en los tribunales nacionales ; cuando
un Estado parte en la convención ponga en duda la inter-
pretación dada, tendrá derecho a una acción en virtud del
derecho internacional público, por lo general por conduc-
to de una organización internacional. En un principio, el
Estado está por lo tanto sometido a la ley nacional, puesto
que ha adoptado su posición basándose en un derecho de
propiedad. Cierto es que la propiedad intelectual no es
igual a otras formas de propiedad, ya que tiene caracterís-
ticas propias ; los derechos correspondientes pueden ha-
cerse valer ante terceros y la protección de los derechos in
rem debe ciertamente encomendarse a los tribunales na-
cionales.

36. En cuanto al proyecto de artículo 17, el Sr. Ushakov
ha dicho con razón que hay que presumir que el Estado
está sujeto a imposición. Si no lo estuviera, en virtud de
una exención internacional, el artículo no será aplicable.
Pero, cuando un Estado reconoce su calidad de contribu-
yente, puede haber una controversia sobre el monto de ese
impuesto. Deberá entonces llegar a un acuerdo con las
autoridades fiscales. Si sostiene que, en virtud del derecho
internacional o de una convención, no está sometido al
impuesto porque disfruta de una exención, podrá plan-
tearse una controversia internacional. No obstante, en tal
caso el Estado extranjero no impugnaría el monto del
impuesto sino el principio.

37. En los casos de esa índole, la práctica de los Ministe-
rios de Relaciones Exteriores no parece consistir en dar
instrucciones a las autoridades fiscales para que inicien
ante los tribunales los procedimientos del caso. Tales pre-
cisiones se podrían incluir en el comentario correspon-
diente al artículo. Después de todo, nada justifica la supre-
sión de un artículo que establece que un Estado que se ha
colocado en situación de contribuyente, con arreglo al
derecho internacional público, debe discutir la cuestión de
su imposición con las autoridades fiscales, con la garantía
del fallo de los tribunales.

38. Al referirse al proyecto de artículo 18, el Relator
Especial dijo que la doctrina sobre la participación finan-
ciera de los Estados en sociedades era escasa y que la prác-
tica, aunque abundante, no era conocida. También es
escasa la jurisprudencia internacional ; a lo sumo, se po-
dría mencionar el asunto Oscar Chinn6 y el asunto de la
Anglo-Iranian Oil Company1, que fueron juzgados res-
pectivamente por la CPJI y la CU.

39. La presencia en Suiza de muchas sociedades priva-
das que pertenecen en un 100% a Estados extranjeros
depende del derecho internacional público y plantea la
cuestión de saber hasta qué punto existen normas de dere-
cho internacional o nacional por las que se niegue a un
Estado extranjero la capacidad de disponer de valores en
una compañía privada. Es un problema que cada país
regula según crea conveniente. El Relator Especial ha
excluido prudentemente del artículo 18 el caso de una
sociedad privada cuyo único accionista sea un Estado
extranjero, lo que plantearía un problema de capacidad.
Ha excluido también el caso de una sociedad privada
cuyos únicos accionistas fuesen Estados extranjeros, en
cuyo caso se trataría de una empresa internacional o de
una organización internacional, como el Grupo del Banco
Mundial. El Relator Especial exige que por lo menos dos
miembros no sean Estados. Al aceptar tal situación, el
Estado se coloca en el marco del derecho privado y acepta
la jurisdicción. Tal vez debería especificarse que los
miembros que no sean Estados deberán ser personas pri-
vadas ; se entenderá entonces que, ajuicio de la Comisión,
el Estado ha recurrido a una forma de derecho privado y
ha aceptado la jurisdicción. No cabe sostener que se trate
de una forma de derecho comercial, porque la cuestión
depende del derecho interno. Con arreglo al derecho de
algunos países, el recurso a una forma determinada de
sociedad como la sociedad de responsabilidad limitada
implica que todas las actividades de esa sociedad, sea cual
fuera su finalidad, serán actividades comerciales. Pero hay
casos en que las actividades no son comerciales, y de no
haber un texto especial al respecto, la Comisión no puede
recurrir más que a la disposición relativa a las actividades
comerciales y esos otros casos no están comprendidos en
ella. No obstante, tal situación no parece demasiado peli-
grosa.

40. Por último, el orador estima que un Estado puede ser
titular de derechos de autor. Lo mismo puede decirse de
las organizaciones internacionales aunque, por motivos de
prudencia, se reconoce a muy pocas de ellas tal facultad.
Esas organizaciones deberán estar protegidas no sólo con-
tra otras organizaciones o contra particulares, sino tam-
bién contra los Estados.

Se levanta la sesión a las 18 horas.

6 Fallo de 12 de diciembre de 1934, C.P.J.I. serie A/B N.° 63,
pág. 65.

7 Fallo de 22 de julio de 1952, CU. Recueil 1952, pág. 93.
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Inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus
bienes (continuación) [A/CN.4/363 y Add.l », A/CN.4/
3712, A/CN.4/376 y Add.l y 23, A/CN.4/L.369,
secc. C, ILC (XXXVI)/Conf.Room Doc.1 y Add.l]

[Tema 3 del programa]

PROYECTO DE ARTÍCULOS
PRESENTADO POR EL RELATOR ESPECIAL4

(continuación)

ARTÍCULO 16 (Patentes, marcas comerciales y otros ti-
pos de propiedad intelectual),

ARTÍCULO 17 (Responsabilidades fiscales y derechos
arancelarios) y

ARTÍCULO 18 (Participación en sociedades y otras enti-
dades en calidad de accionista, de socio o de miembro)5

(continuación)

1. El Sr. OGISO dice que los proyectos de artículos 16
a 18 complementan básicamente el contenido de los
artículos 12 y 15, que la Comisión ha aprobado provisio-
nalmente. En consecuencia, no tiene ninguna dificultad de
importancia con respecto al fondo de esos artículos y sus
observaciones se limitarán principalmente a cuestiones de
redacción.

2. El artículo 16 es excesivamente detallado y el Sr. Ogi-
so preferiría un texto que expusiera en la forma más sucin-
ta posible el principio general de la limitación de la ínmu-

1 Reproducido en Anuario 1983, vol II (pnmera parte)
2 ídem
3 Reproducido en Anuario 1984, vol II (primera parte)
4 El texto de los proyectos de artículos examinados por la Comisión

en anteriores periodos de sesiones se ha reproducido de la manera
siguiente

Parte I del proyecto a) art 1 revisado y correspondiente comen-
tario, aprobados provisionalmente por la Comisión Anuario 1982,
vol II (segunda parte), pag 107, ¿)art 2 ibid, pag 103, nota 224,
textos aprobados provisionalmente por la Comisión — apartado a
del párrafo 1 y correspondiente comentario ibid, pag 107 , apartado
g del párrafo 1 y correspondiente comen taño Anuario 1983, vol II
(segunda parte), pags 38 y 39, c) art 3 Anuario 1982, vol II
(segunda parte), pag 103, nota 225 , parr 2 y correspondiente comen-
tario, aprobados provisionalmente por la Comisión Anuario 1983,
vol II (segunda parte), pag 39 , ¿) arts 4 y 5 Anuario 1982, vol
II (segunda parte), pag 103, notas 226 y 227

Parte II del proyecto e) art 6 y correspondiente comentario,
aprobados provisionalmente por la Comisión Anuario 1980, vol
II (segunda parte), pag 139, / ) arts 7, 8 y 9 y correspondientes
coméntanos, aprobados provisionalmente por la Comisión Anua-
rio 1982, vol II (segunda parte), pags 108 y ss , g) art 10 y
correspondiente comentano, aprobados provisionalmente por la Co-
misión Anuario 1983, vol II (segunda parte), pag 24

Parte III del proyecto h) art 11 Anuario 1982, vol II (segun-
da parte), pag 102, nota 220 , texto revisado ibid, pag 107, nota
237 , i) art 12 y correspondiente comentano, aprobados provisio-
nalmente por la Comisión Anuario 1983, vol II (segunda parte),
pags 27 y ss , j) arts 13 y 14 ibid, pags 19 y 20, notas 54 y 55 ,
textos revisados ibid, pag 22, notas 58 y 59 , A:) art 15 y corres-
pondiente comentano, aprobados provisionalmente por la Comi-
sión ibid, pags 39 y ss

5 Para el texto de los artículos, véase 1833 a sesión, parr 1

nidad del Estado con respecto a patentes, marcas comer-
ciales y derechos similares. En el apartado a del párrafo 1
no parece necesario referirse a «una patente, un diseño
industrial, una marca comercial, una marca de servicio,
un derecho de fitogeneticista o cualquier otro derecho o
derecho de autor similar», terminología adaptada de la
Ley del Reino Unido de 1978 sobre inmunidad de los
Estados, donde por cierto resulta muy adecuada No obs-
tante, una lista detallada de esa especie no es conveniente
en una convención internacional, ya que algunos gobier-
nos tendrán que promulgar legislación nacional para apli-
car los principios de la convención en su derecho interno.
Por ello, el mejor procedimiento es formular las disposi-
ciones en la forma más general posible, a fin de permitir la
flexibilidad necesaria para su aplicación en los distintos
sistemas jurídicos nacionales. La lista del apartado a del
párrafo 1 podría sustituirse por una fórmula como la
siguiente : « una patente, una marca comercial u otro tipo
de propiedad intelectual», y después podría suprimirse
por completo el apartado b del párrafo 1, ya que la expre-
sión « otro tipo de propiedad intelectual » comprendería
marcas y nombres comerciales.

3. Por otra parte, la diferencia en el párrafo 2 entre el
apartado b y el apartado a parece consistir en que el pri-
mero abarca marcas y nombres comerciales Si se elimina
el apartado b del párrafo 1, también podría eliminarse el
apartado b del párrafo 2 En realidad, se podrían fusionar
los párrafos 1 y 2 en uno, que diría lo siguiente

«Un Estado no puede reclamar inmunidad de la
jurisdicción de otro Estado si los procedimientos se
relacionan con

» a) una patente, una marca comercial u otro tipo de
propiedad intelectual que, en el Estado del foro, haya
sido solicitada, registrada o depositada o que esté prote-
gida de alguna otra forma en otro Estado, y respecto de
la cual el Estado sea propietario o solicitante , o

» b) una acusación de violación por un Estado, en el
territorio de ese otro Estado, de una patente, una marca
comercial u otro tipo de propiedad intelectual pertene-
ciente a un tercero y protegida en ese otro Estado. »

4. Cabe observar que también el orador propone la fór-
mula « una acusación de violación por un Estado », a fin
de eliminar la expresión controvertida « atnbuible a ». El
Sr. Ogiso no está haciendo una propuesta firme, sino que
sólo sugiere una posible modificación del artículo 16 que
el Comité de Redacción podría tener en cuenta

5. En cuanto al artículo 17, las palabras « gravamen agrí-
cola » en el apartado a del párrafo 1 deberían reemplazar-
se por alguna fórmula más general. En la CEE, el término
« gravamen agrícola » designa un impuesto sobre las im-
portaciones agrícolas que provienen de fuera de la zona de
la Comunidad y, al redactar el artículo 17, el Relator Espe-
cial ha utilizado la terminología de la Ley del Reino Unido
de 1978 sobre inmunidad de los Estados, donde la referen-
cia a «gravamen agrícola» es totalmente pertinente, ya
que el Reino Unido es miembro de la Comunidad. Es evi-
dente que en el actual contexto conviene utilizar una fór-
mula más general.

6 En cuanto al artículo 18, el orador tiene una observa-
ción de fondo que hacer como resultado de los comenta-
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ríos del Sr. Reuter, (1833.a sesión) relativos a determina-
das empresas, sobre todo de carácter financiero, estableci-
das por acuerdo internacional. Este sería el caso de una
organización como INTELSAT, que se creó por acuerdo
internacional y entre cuyos miembros figuran no sólo
Estados, sino también organismos de telecomunicaciones
de los países miembros. A juicio del orador, estas organi-
zaciones deben quedar fuera del ámbito del apartado a del
párrafo 1 y le agradaría escuchar las opiniones del Relator
Especial y de otros miembros a este respecto.

7. Al orador le plantea muchas dudas el párrafo 2 del
proyecto de artículo 18. El efecto de la primera parte de
ese párrafo sería suspender las disposiciones del párrafo 1
siempre que convengan en ello las partes en la controver-
sia. Sin embargo, puede ocurrir que el Estado del foro no
sea parte en la controversia. Por consiguiente, parece fun-
damental precisar que, para suspender las disposiciones
del párrafo 1, se requiere el consentimiento del Estado del
foro. Si no se logra ese consentimiento, se aplicará enton-
ces el párrafo 1. La situación es la misma con respecto a la
segunda parte del párrafo 2, disposición en virtud de la
cual puede suspenderse la aplicación del párrafo 1 me-
diante la inclusión de una cláusula en el instrumento cons-
titutivo de la entidad o sociedad de que se trate. Una vez
más, es probable que el Estado del foro no haya tenido
siquiera la oportunidad de dar su consentimiento tácito al
instrumento constitutivo. En realidad, en el caso de una
sociedad privada, el Estado del foro no tendría ninguna
intervención en la formulación del instrumento constituti-
vo. Por estos motivos, el Sr. Ogiso agradecería al Relator
Especial que aclarase ambas disposiciones del párrafo 2
del artículo 18.

8. El Jefe AKINJIDE dice que los proyectos de artícu-
los 17 y 18 no le plantean dificultades. El argumento
expuesto por el Sr. Ushakov (1833.a sesión) parece basarse
principalmente en las diferencias en los sistemas económi-
cos de los Estados. Por su parte, estima totalmente con-
vincentes las observaciones del Sr. Reuter (ibid.) y tam-
bién está de acuerdo con las observaciones formuladas por
el Relator Especial en su presentación verbal (ibid.). Por
consiguiente, sin perjuicio de cualesquiera mejoras en la
redacción, como las que acaba de sugerir el Sr. Ogiso, la
Comisión podría aprobar los artículos 17 y 18.

9. Por otra parte, tiene serias dudas con respecto al pro-
yecto de artículo 16, que tendría consecuencias económi-
cas graves para los países en desarrollo. El proyecto debe
conseguir no sólo la aprobación de la Asamblea General,
posiblemente por consenso, sino también, lo que es mu-
cho más importante, la ratificación de los Estados Miem-
bros. En su versión actual, el artículo 16 levantaría un
telón de acero económico entre los países desarrollados y
los países en desarrollo y condenaría a éstos a una prisión
económica de duración ilimitada.

10. En su sexto informe (A/CN.4/376 Add.l y 2, párr.
51), el Relator Especial ha dividido la propiedad intelec-
tual o industrial en tres categorías : en primer lugar, las
patentes, incluidos los diseños industriales y los inventos ;
en segundo lugar, las marcas comerciales y similares ; y en
tercer lugar, los demás tipos de propiedad industrial o
intelectual, como los derechos de autor, los derechos de
traducción y otros derechos. En su presentación verbal, el

Relator Especial ha añadido también los programas y dis-
cos de computadoras en la tercera categoría. Estas tres
categorías de propiedad intelectual constituyen el elemen-
to vital del bienestar económico del mundo, incluido el de
los países en desarrollo. Sin embargo, como indica el Rela-
tor Especial :

[...] El sistema de depósito, examen, investigación y posible registro
se administra en cada Estado de conformidad con la legislación y los
usos que en él prevalecen. Por lo corriente, en los países más adelan-
tados o en los Estados más desarrollados desde el punto de vista
industrial o económico la protección ofrecida es más eficaz y las
infracciones se previenen o se castigan severamente, mientras que en
los países menos adelantados o en los países en desarrollo, tal sistema
puede ser inexistente o hallarse en una etapa muy primitiva, ya que se
requieren conocimientos especializados para registrar un invento,
patente o diseño industrial. (Ibid., párr. 52.)

11. El cuadro así esbozado por el Relator Especial de-
muestra que, en relación con la propiedad intelectual, los
países en desarrollo y los países desarrollados están empe-
ñados en una competencia desigual, en la que los países en
desarrollo nunca podrán ganar y en la que los países des-
arrollados siempre ganarán de forma irremediable. No es
exagerado comparar esa competencia a una carrera entre
un camello y un avión de reacción. El orador no alcanza a
comprender cómo es posible elaborar un tratado sobre la
materia cuyas disposiciones sean comunes a las dos cate-
gorías de países. Los países en desarrollo no tienen ningu-
na posibilidad de alcanzar a los países desarrollados en un
futuro previsible.

12. El artículo 16, si se acepta en su forma actual, no sólo
ofrecerá una protección total para los inventos actuales,
sino que impedirá todo progreso de los países en desarro-
llo. Es inevitable reconocer la verdad de que el espionaje
industrial es la norma, incluso entre los propios países
desarrollados. Los casos de espionaje atraen la atención
sólo cuando fracasan ; los que tienen éxito siguen sin des-
cubrirse. Cuando el orador era niño, cierto país producía
mercancías que de ordinario se consideraban baratas y de
inferior calidad, pero en la actualidad sus productos son
sinónimo de alta calidad. Ese resultado extraordinario se
logró penetrando en los secretos industriales de otros. Si
en aquella época se hubiese incorporado en el derecho
internacional una disposición inspirada en el artículo 16,
le habría sido totalmente imposible a ese país convertirse
en la gran potencia industrial que es actualmente. En nin-
gún momento ha creído el orador que los países desarro-
llados revelarán voluntariamente sus secretos industriales
a los países en desarrollo. Una disposición como la del
artículo 16 no tiene cabida en el presente proyecto, pues
los países en desarrollo no tienen la intención de resig-
narse al papel de proveedores perpetuos de materias pri-
mas y consumidores de los productos industriales de los
demás.

13. El informe de la Comisión Brandt, Diálogo Norte-
Sur, declara :

La actual crisis que se presenta en las relaciones internacionales y la
economía mundial muestra grandes peligros que parecen tornarse
más graves. Creemos que el abismo que separa a los países ricos de
los pobres — abismo tan amplio que, en sus extremos, la gente parece
vivir en mundos diferentes — no ha sido reconocido, de manera
suficiente, como uno de los factores principales del origen de esa
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crisis Es una gran contradicción de nuestra época el que estas dispa-
ridades existan — y se estén extendiendo en muchos respectos —
justamente cuando la sociedad humana esta empezando a percibir
con claridad como son sus relaciones reciprocas y como dependen los
hemisferios Norte y Sur el uno del otro, dentro de una economía
mundial única [ ]6

El informe prosigue afirmando que
Las empresas transnacionales o, como también se las denomina,

compañías multinacionales, están estrechamente relacionadas con
muchos de los temas tratados en el presente informe yacimientos,
matenas pnmas, industrialización, alimentos y energía Muchas de
ellas han desempeñado un papel importante en llevar tecnología y
capital a los países en vías de desarrollo Compañías petroleras y de
alimentos han estado operando a nivel mundial desde principios de
siglo Pero en los años de posguerra han aumentado la amplitud y la
complejidad de sus actividades, politicamente, están mas en el foco
de la atención, y con frecuencia han sido objeto de controversia Son
ahora protagonistas en el escenario politicoeconómico mundial Con-
trolan entre la cuarta y tercera parte de la producción mundial y son
particularmente activas en la elaboración y comercialización de pro-
ductos Las ventas totales de sus filiales extranjeras, en 1976, se cal-
cularon 830 000 millones de dolares, cifra mas o menos equivalente
al PNB de todos los países en vías de desarrollo juntos, a excepción
de los países exportadores de petróleo [ ]7

14. Se emplea de ordinario la expresión «tercer mun-
do » para describir a los países en desarrollo, pero el ora-
dor estaría tentado a hablar de tres categorías. a) una
especie de segundo mundo, que incluye algunos países de
Asia y América Latina que han logrado cierto grado de
progreso industrial, b) el núcleo principal de países del
tercer mundo, cuya situación es mucho peor, y c) el « cuar-
to mundo » de los países menos adelantados.

15. Habida cuenta de estas consideraciones, su propia
solución consistiría en suprimir el artículo 16, que se ocu-
pa de matenas que deberían dejarse a la legislación nacio-
nal y a los acuerdos bilaterales. Es significativo que el
artículo 7 de la Ley del Reino Unido de 1978 sobre inmu-
nidad de los Estados, citada por el Relator Especial (ibid,
párr 70), utilice la expresión «en el Remo Unido» en
cuatro ocasiones. Al igual que el Remo Unido, muchos
países en desarrollo desearían ser libres para adoptar sus
propias disposiciones legislativas nacionales sobre la ma-
teria

16. El orador puede citar vanos ejemplos, tomados de su
propia expenencia cuando era Ministro de Justicia de su
país, para ilustrar en qué forma los países en desarrollo
están en situación desventajosa con respecto a la propie-
dad intelectual En 1977, Lord Denning dictó en el Reino
Unido una decisión desfavorable para su país8, afirmando
en efecto lo que más tarde pasó a constituir el artículo 7 de
la Ley del Reino Unido de 1978. Le correspondió al ora-
dor la difícil tarea de decidir si se apelaba ante la Cámara
de los Lores y se vio obligado a abandonar la idea, en parte
porque consideraba poco probable que la Cámara de los
Lores decidiera en contra de Lord Denning y en parte por
las enormes costas procesales en que se incurre en la

Cámara de los Lores En otra oportunidad9, en un asunto
tramitado ante los tnbunales de los Estados Unidos de
Aménca y que entrañaba la aplicación de la Ley de los
Estados Unidos de 1976 sobre la inmunidad de los Esta-
dos extranjeros, se vio obligado a recomendar que no se
apelara ante la Corte Suprema debido a las asombrosas
costas procesales que habría significado ese recurso
17 Un examen de la práctica judicial en la matena
muestra que la mayoría de los casos relativos a la propie-
dad intelectual tienen lugar entre un país en desarrollo y
un país desarrollado y que los litigios implican enormes
gastos Por consiguiente, el orador se opone enérgicamente
al artículo 16 en todas sus ramificaciones. Sólo es acepta-
ble para países que están en igualdad de condiciones y es
evidente que se puede aplicar entre países desarrollados,
pero es totalmente inaceptable desde el punto de vista de
los países en desarrollo

18 Sir Ian SINCLAIR coincide con el Relator Especial
(A/CN.4/376 y Add 1 y 2, párrs 20 a 22) en cuanto a la
improcedencia de las diferencias ideológicas, sobre todo
de diferencias que provienen de una idea particular de las
capacidades y funciones del Estado El concepto de la
« doble personalidad » del Estado (en otros términos, el
Estado que actúa como entidad soberana y el Estado que
actúa de la misma manera que una persona pnvada) se ha
esgnmido a veces para justificar la teoría restnctiva de la
inmunidad Este fue en particular el caso de Italia, donde
ya en 1886 el Tnbunal de Casación de Florencia estableció
una distinción entre el Gobierno como entidad política
(Governo ente político) y como entidad civil (Governo ente
civile)10 En Francia, sin embargo, el Tnbunal de Apela-
ción de París, en un caso célebre en 1912, rechazó la dis-
tinción entre Etat puissance publique y Etat personne pri-
vée11

19. Desde un punto de vista doctnnal, la teoría de que el
Estado puede tener doble personalidad es bastante sospe-
chosa. Lo que importa en el contexto de la inmunidad del
Estado no es la capacidad con que haya actuado el Estado,
sino la naturaleza del acto en cuestión. En todo caso, está
plenamente de acuerdo con el Relator Especial en que es
inútil tratar de resolver esas diferencias, y cabe señalar que
los proyectos de artículos propuestos no dependen de la
aceptación de la teoría de la « doble personalidad » del
Estado.

20 La distinción entre acta jure gestioms y acta jure
impertí ha inspirado en gran parte la práctica judicial de
los Estados partidanos de la teoría de la inmunidad res-
tnctiva Esta distinción tiene cierta utilidad, ya que contn-
buye a confirmar que, aun en virtud de la teoría restncti-
va, la inmunidad se ha de seguir concediendo con respecto

6 Dialogo Norte Sur Comisión Internacional sobre Problemas In-
ternacionales del Desarrollo, Mexico (DF), Nueva Imagen, 1981,
pag 37

Ubid,pag 213
8 Trendtex Trading Corporation Ltd c The Central Bank of Nige-

ria (The All England Law Reports 1977, vol I, pag 881)

9 Texas Trading and Milling Corp c Federal Republic of Nigeria
and Central Bank of Nigeria (1981) [Estados Unidos de Amenca,
Federal Reporter, 2d Series 1981, vol 647, pag 300, véase también
Naciones Unidas, Documentation concernant les immunités juridic-
tionnelles des Etats et de leurs biens (N° de venta E/F 81 V 10),
pag 527]

10 Guttieres c Elmihk (II Foro Italiano, Roma, 1886, vol XI, pri-
mera parte, pag 913)

11 Gamen-Humbert c Etat russe (Dalloz, Recueil périodique et cri-
tique de jurisprudence, 1913, Pans, segunda parte, pag 201)
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a los actos realizados por un Estado extranjero en el ejer-
cicio de su actividad soberana. Pero la distinción es menos
útil cuando hay que determinar el contenido preciso de lo
que constituyen acta jure gestionis. Hay contradicciones
en la práctica judicial de diferentes países, sobre todo en
los casos suscitados por contratos de compra de suminis-
tros militares o por acuerdos de préstamos.

21. La distinción habrá que tenerla presente sin duda a
medida que avance el trabajo sobre la cuestión, pero tal
vez más como una directriz general que como una fórmula
claramente definida para determinar cuándo puede invo-
carse adecuadamente la inmunidad y cuándo no se puede.
Por consiguiente, Sir Ian está de acuerdo con la salvedad
del Relator Especial en el sentido de que la distinción no
se aplique a los proyectos de artículos ya aprobados provi-
sionalmente por la Comisión. No obstante, habrá que
seguir prestando atención a la diferencia entre acta jure
gestionis y acta jure imperii como norma orientadora.

22. Con respecto a las « diferencias sutiles en la práctica
y los procedimientos », acerca de las cuales acertadamente
el Relator Especial llama la atención (ibid., párrs. 23 a 26),
el orador tiene algunas ligeras reservas en cuanto al análi-
sis que se hace en el párrafo 23, cuya penúltima frase pare-
ce confundir la inmunidad jurisdiccional con toda una
serie de motivos distintos por los cuales un tribunal puede
abstenerse de ejercer su jurisdicción. Por ejemplo, si el
asunto de un litigio determinado no corresponde a las nor-
mas jurisdiccionales aplicadas por el tribunal del Estado
del foro, simplemente no se plantea la cuestión de la
inmunidad jurisdiccional, ya que la demanda, al menos en
el sistema del common law, será desestimada por falta de
jurisdicción por razón del asunto. Asimismo, la falta de
capacidad para demandar o ser demandado por parte del
demandante o del demandado será una razón más para
desestimar una demanda.

23. Asimismo, hay que establecer una clara distinción
entre la inmunidad jurisdiccional y la doctrina del « acto
de Estado ». La norma de la inmunidad con respecto a los
acta jure imperii impide que los tribunales del Estado del
foro asuman la jurisdicción en un caso en que se demande
directa o indirectamente a un Estado extranjero y en que
la validez del acto que éste haya ejecutado en el ejercicio
de la autoridad del soberano de un país extranjero pueda
ser debatible. En otros términos, constituye un impedi-
mento in limine para que prospere la acción. Por otra par-
te, la doctrina del « acto de Estado », tal como la aplican
los tribunales de los Estados Unidos, no constituye en
modo alguno un impedimento para asumir la jurisdicción
y puede alegarse incluso en casos en que no se demanda
directa ni indirectamente al Estado extranjero. Puede opo-
nerse como excepción en los casos en que es discutible la
validez de actos ejecutivos o legislativos extranjeros.

24. Un ejemplo análogo pero no idéntico es el concepto
de autolimitación judicial desarrollado en el importante
asunto inglés Buttes Gas and Oil Co. c. Hammer (1982)u,
en el que había incertidumbre en cuanto a la jurisdicción
de los tribunales ingleses para fallar una presunta difama-
ción del demandado. La dificultad consistía en que, para

determinar las cuestiones planteadas en el litigio, los tri-
bunales tenían que fallar sobre la validez de ciertos actos
gubernamentales en ejercicio de la soberanía de cierta
zona de los fondos marinos en el golfo Arábigo. La Cáma-
ra de los Lores se negó a aprobar esa declaración, invocan-
do el concepto de autolimitación judicial para no tener
que fallar sobre la cuestión implícita.

25. Es esencial que la Comisión, en sus trabajos sobre el
presente tema, se limite estrictamente a las inmunidades
jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes. Todo
intento de abarcar una esfera más amplia daría lugar ine-
vitablemente a grandes dificultades. Hay todo tipo de
razones para que un tribunal al que se ha sometido legal-
mente una controversia en el sentido de su jurisdicción se
abstenga de ejercer esta jurisdicción. Aparte de los casos
que el orador ya ha mencionado, el tribunal, de conformi-
dad con sus propias normas de derecho internacional pri-
vado, o en aplicación de un tratado internacional que obli-
gue al Estado del foro, puede aplicar el principio de forum
no conveniens. Asimismo, puede abstenerse de ejercer
jurisdicción por estimar que hay pendiente ante los tribu-
nales de otro Estado otro procedimiento entre las mismas
partes. Todas estas consideraciones, que el Relator Espe-
cial menciona en su informe (ibid., párr. 33), apenas guar-
dan relación con la inmunidad jurisdiccional en sentido
estricto. Es verdad que en los tribunales de algunos países
ha habido a veces cierta confusión entre « incompétence »
e « immunité de juridiction », pero subsiste el hecho de
que la inmunidad jurisdiccional implica inmunidad de
una jurisdicción que, de otro modo, sería ejercida por un
tribunal. Si el tribunal no tiene inicialmente jurisdicción
en virtud de sus propias normas para conocer el fondo de
la controversia, no se plantea la cuestión de la inmunidad.
En consecuencia, el orador está de acuerdo con la con-
clusión del Relator Especial sobre ese aspecto de la
cuestión.

26. Con respecto al concepto de reciprocidad, aunque se
aplica en muchas esferas del derecho internacional, hay
que tener presente que los intereses en juego no son sim-
plemente los de los Estados interesados, sino también de
litigantes privados. Como la inmunidad jurisdiccional im-
pide el recurso de cualquier posible litigante privado, el
hecho de que un Estado extranjero, contra el cual el liti-
gante desea entablar una acción, conceda inmunidad a
otros Estados en un caso análogo no parece pertinente.
Esto no significa que el hecho de que un Estado aplique
una condición de reciprocidad sea contrario al derecho
internacional, pero la aplicación de ese principio parece
ignorar plenamente los intereses de los posibles litigantes
privados.

27. El Relator Especial también ha mencionado el asun-
to Alcom Ltd. c. República de Colombia (1984)13 y otros
en relación con las costas, en cuyo caso se comprende su
inquietud, ya que las costas en que incurre un Estado
extranjero para establecer su inmunidad de jurisdicción
pueden ser considerables. En el caso Alcom cada parte
tuvo que pagar sus propias costas en un juicio de embargo,
tanto ante la cámara de los Lores como ante los tribunales
inferiores. Al dictar la orden de embargo, Lord Diplock

12 Reino Unido, The Law Reports, House of Lords, 1982, pá-
gina 888. 13 Véase 1833.a sesión, nota 5.
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señaló acertadamente que la cuestión de derecho que se
discutía era de gran importancia internacional. El repre-
sentante del Ministerio Fiscal, que compareció como ami-
cus curiae en el procedimiento iniciado ante la Cámara de
los Lores, y también el abogado del apelante, sostuvieron
que ni el derecho internacional ni los términos de la Ley
del Reino Unido de 1978 sobre inmunidad de los Estados
permitían dictar una orden de embargo contra la cuenta
corriente de la misión diplomática en Londres, que se
empleaba para sufragar los gastos cotidianos corrientes de
la misión. Ese tipo de argumentos prevaleció.

28. La cuestión de las costas es compleja y cabe señalar
que los países en desarrollo no son los únicos que sufren a
ese respecto. El Gobierno del Reino Unido ha incurrido
ocasionalmente en costas considerables para defenderse
de acciones entabladas en su contra en Estados extranjeros
o al intervenir en esas acciones para proteger un interés
particular del Gobierno del Reino Unido. No obstante, en
todo momento es importante no olvidar al tercero, al liti-
gante privado que desea demandar ante los tribunales lo
que considera una pretensión válida contra un Estado
extranjero ; el hecho de que también él deba tener en cuen-
ta la posibilidad de incurrir en costas si no prospera su
acción ante los tribunales es un poderoso factor de disua-
sión contra las demandas infundadas.

29. En cuanto a los tres nuevos proyectos de artículos
presentados por el Relator Especial, el artículo 16 plantea
no sólo problemas técnicos, sino también, en el contexto
de la declaración del Jefe Akinjide, cuestiones más de fon-
do. A Sir Ian le ha sorprendido un tanto esa declaración,
aunque comprende plenamente la inquietud del Jefe
Akinjide por las disparidades entre los países desarrolla-
dos y los países en desarrollo por lo que respecta a la falta
de conocimientos especializados en materia de patentes.
Sin embargo, se pregunta sinceramente qué relación tiene
ello con la aceptabilidad del proyecto de artículo 16. ¿Re-
dundaría en interés de Nigeria, y de los países en desarro-
llo en general, el que un Estado extranjero violase una
patente solicitada en Nigeria y alegara luego inmunidad
frente a la acción entablada por el propietario o solicitante
de la patente? ¿Y redundaría asimismo en interés de Nige-
ria, y de los países en desarrollo en general, el que Estados
extranjeros solicitasen una patente en Nigeria en invoca-
ran luego inmunidad frente a la acción entablada por un
nacional de Nigeria que reclamara derechos prioritarios
sobre la patente? Personalmente el orador ignora la res-
puesta, pero sospecha que no redundaría en el interés de
Nigeria, o de los países en desarrollo en general, que se
continuara aplicando la norma de la inmunidad. Además
de aplicarse la norma de la inmunidad en esas materias, se
aplicaría cuando un Estado extranjero violara una patente,
independientemente de las leyes nacionales existentes.

30. Pocas han sido las objeciones planteadas en relación
con la necesidad de una disposición como la que figura en
el párrafo 1 del artículo 16, ya que se considera justificada
en razón de su estrecha vinculación con los artículos 12 y
15 o del consentimiento tácito al ejercicio de la jurisdic-
ción. El orador desea asegurar al Sr. Ushakov (1833.a

sesión), que ha expresado dudas acerca de si un Estado
puede confiar en los derechos de autor, que, por lo que
respecta al Reino Unido, así es sin duda.

31. Al Sr. Ushakov le preocupa aún más el párrafo 2 del
artículo 16. Pero si un Estado está sometido a la jurisdic-
ción de los tribunales del Estado del foro con respecto a los
derechos de propiedad que le pertenecen o que ha solicita-
do, ¿por qué estaría sometido igualmente a la jurisdicción
de esos tribunales cuando se le acuse de haber violado los
derechos de propiedad intelectual de terceros en el Estado
del foro? Como se indica en el informe (A/CN.4/376 y
Add. l y 2, párr. 78), una supuesta violación plantea inevi-
tablemente la cuestión de si un particular o el Estado del
foro pueden reclamar la protección del derecho de propie-
dad intelectual en cuestión. Aun si se recurre a los tribu-
nales del Estado del foro para que interpreten y apliquen
las convenciones internacionales pertinentes, este hecho
no le plantearía problemas. Los derechos de propiedad
intelectual corresponden esencialmente al derecho priva-
do y los tribunales nacionales interpretan y aplican de
ordinario las convenciones internacionales sobre la unifi-
cación del derecho privado, como el Convenio de Varso-
via de 1929 en el caso de las aeronaves y las Reglas de La
Haya de 1924 y de Hamburgo de 1978 en el caso de los
buques. A decir verdad, así se crea la jurisprudencia. Por
consiguiente, Sir Ian no tiene en principio nada que obje-
tar al párrafo 2, aunque está de acuerdo en que el Comité
de Redacción examine cuidadosamente las consecuencias
del concepto de que una supuesta violación pueda atri-
buirse a un Estado.

32. Asimismo, el artículo 17 no plantea problemas. El
Sr. Ushakov lo considera innecesario ; sin embargo, en la
economía del proyecto en su conjunto habrá que incluir
alguna disposición de este tipo, ya que de lo contrario
podría entenderse que se aplica la norma de la inmunidad.
El Relator Especial ha señalado acertadamente que se tra-
ta de una zona gris (ibid., párr. 103) : es muy escasa la
práctica judicial y la base para una disposición de esa
especie no es muy clara, si bien se incluyó una disposición
similar en la Ley del Reino Unido de 1978. La Conven-
ción europea sobre inmunidad de los Estados, de 1972,
por su parte, omite toda referencia a esta cuestión, deján-
dola a la legislación de los Estados ; este mismo enfoque
quizá ofreciese una solución alternativa.

33. Por último, el orador estima que el artículo 18 es
evidentemente necesario, de lo contrario podría entender-
se que existe una norma de inmunidad que puede afectar a
la forma en que las empresas dirigen sus negocios.

34. El Sr. SUCHARITKUL (Relator Especial), en res-
puesta a las cuestiones planteadas, dice que está plena-
mente de acuerdo en que la Comisión no debe prestar
excesiva atención a las distinciones establecidas por los
Estados. No obstante, hay que reconocer que ocupan un
lugar importante en la jurisprudencia de muchos países y
no pueden ignorarse simplemente. Su intención, por tan-
to, ha sido simplemente señalar la improcedencia de esas
distinciones, sin profundizar en sus consecuencias filosófi-
cas o conceptuales. Asimismo, está de acuerdo en que pri-
meramente es necesario establecer que un tribunal tiene
jurisdicción ; de otro modo no cabe hablar de inmunidad
jurisdiccional. Sin embargo, los autores jurídicos no siem-
pre aceptan esta afirmación. A ese respecto, el Relator
Especial recuerda que, en una ocasión, un antiguo miem-
bro de la Comisión dijo que si tuviese que defender a un
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gobierno extranjero ante un tribunal del Reino Unido o de
los Estados Unidos no estaba seguro si plantearía, además
de la cuestión de la inmunidad jurisdiccional, algunas
otras excepciones. Es evidente que, de ordinario, el tribu-
nal no está obligado a decidir la cuestión de la inmunidad
jurisdiccional antes que otras cuestiones*.
35. La expresión « propietario o solicitante », que figura
en el apartado a del párrafo 1 del proyecto de artículo 16,
plantea problemas de fondo y de traducción. En cuanto al
fondo, se ha incluido la palabra « solicitante » para deno-
tar el hecho de que, durante el período previo al registro
efectivo de la patente, el solicitante tiene una especie de
título incipiente de propiedad. En cuanto al aspecto de la
traducción, las palabras « déposant ou titulaire » (« pro-
pietario o solicitante ») son las que figuran en la versión
francesa del artículo 8 de la Convención europea sobre
inmunidad de los Estados, de 1972, pero quizá el Comité
de Redacción desee mejorar el texto. Por otra parte, el
orador está de acuerdo en que la expresión « non-respect
présumé » (« acusación de violación »), en el párrafo 2, no
es elegante. Sería mejor adoptar la misma expresión utili-
zada en la Convención europea.

36. En cuanto al párrafo 2 del artículo 16, el Relator
Especial no abordará la cuestión de los intereses de los
países en desarrollo, puesto que se ocupan de ello, en par-
ticular, las declaraciones adoptadas por la OMPI y las
resoluciones de la UNCTAD sobre transferencia de tecno-
logía. Se limitará a indicar que, con respecto a los derechos
culturales, que pueden considerarse como una especie de
propiedad intelectual, los países en desarrollo están sin
duda tan adelantados como los países desarrollados.

37. Se ha hecho una observación en relación con el tér-
mino « agricultural levy » (« gravamen agrícola »), utiliza-
do en el texto inglés del apartado a del párrafo 1 del artícu-
lo 17. Se ha traducido al francés como « toute redevance
agricole», pero la expresión utilizada por el Mercado
Común es « prélèvement », que indica una suma pagadera
además de los derechos de importación.

38. En el párrafo 2 del artículo 18 se ha incluido la expre-
sión « un acuerdo concertado por escrito entre las partes
en la controversia », ya que la elección de la ley se deja a
las partes en una controversia. Además, el término « escri-
tura social u otro instrumento », en el mismo párrafo, se
refiere a cualquier instrumento básico de la entidad en
cuestión, como, por ejemplo, la Carta de las Naciones
Unidas. Por último, aunque la práctica judicial es escasa,
la práctica efectiva aumenta constantemente a medida que
los Estados invierten en empresas dentro o fuera de su
propio territorio. Es evidente que en esos casos estarán
sometidos a la jurisdicción local del Estado en que se haya
constituido la entidad.
39. El Sr. USHAKOV desea reafirmar que, a su juicio, el
párrafo 1 del artículo 16, que se refiere más particularmen-
te a los casos en que el Estado es el demandante, es super-
fluo. Un Estado siempre puede solicitar a un tribunal del
Estado del foro que proteja sus derechos de propiedad
intelectual. En cuanto al párrafo 2, suscribe sin reservas el
argumento del Jefe Akinjide, por estimar que no sólo es
totalmente opuesto a los intereses de los países en desarro-
llo, sino que además podría poner gravemente en peligro
estos intereses.

40. En relación con el artículo 17, el orador coincide con
el Sr. Reuter (1833.a sesión) en que un Estado, al igual que
cualquier otro contribuyente, puede entablar una deman-
da en relación, por ejemplo, con el cálculo de la cuantía de
los impuestos o derechos, si el tribunal es competente a
ese respecto. Pero realmente esta disposición no es nece-
saria.

41. Por último, en el caso del artículo 18, también él
considera que los casos en que el Estado posee acciones en
una empresa plantean problemas formidables. Sigue pen-
sando que la formulación de normas generales sobre la
base de casos concretos, especiales o sumamente delica-
dos, tropezará con problemas difíciles, si no insupe-
rables.

Se levanta la sesión a las 12.55 horas.
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1 Reproducido en Anuario... 1983, vol. II (primera parte).
2 ídem.
3 Reproducido en Anuario... 1984, vol II (primera parte).
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